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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO. 

 

1.1 HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LA PARTE DENUNCIANTE.  

Mediante escrito de fecha 16 de mayo de 2018, y escrito de subsanación del 16 de 

mayo del mismo año, el señor WILDER JORGE PUCHOC VALERA (en adelante el 

denunciante) interpone una denuncia en contra de la empresa SCOTIABANK PERÚ 

S.A.A, GUILLÉN DÍAZ NICOLÁS MÁXIMO y VERONA ZULOAGA LUIS MIGUEL 

por infracciones al Código de Protección y defensa del consumidor (en adelante, el 

Código), solicitando como medida correctiva la devolución de las operaciones 

cuestionadas, para ello manifestó los siguientes hechos:  

 En marzo de 2018 el denunciante fue asaltado, intoxicado y abandonado en 

el distrito de Comas. Luego de despertar, se percató que había sido 

despojado de sus pertenencias, entre ellas su documento de identificación y 

las tarjetas de crédito.  

 El denunciante realizo el bloqueo de sus tarjetas alrededor de las 2:00 y 2:30 

de la tarde, pues debido a la falta de efectivo tuvo que regresar a su domicilio 

en el distrito de ate.  

 Dos días después del suceso, por medio de su correo electrónico el 

denunciante verifica una alarma de dos tiendas en las cuales se habían 

realizado compras desde su tarjeta. Luego de contactar con las entidades 

financieras, la denunciada confirma haber realizado las operaciones, motivo 

por el cual formulo su reclamo.  

 Ese mismo día, el denunciante se apersona a la comisaria para formular su 

respectiva demanda por el robo sucedido. Documento que lleva a las 

instalaciones de la denunciada con motivo que la adjunten a su reclamo, 

posteriormente solicitó los vouchers y detalles de las operaciones que no 

autorizó.  

 La denunciada no envió los vouchers que el accionante necesitaba para 

formular su respectiva denuncia ante Indecopi.  

 Días más tarde el denunciante se acerca a las instalaciones de dos tiendas 

en donde se ejecutaron la primera empresa le aseguro que la tarjeta había 

sido clonada y los vouchers fueron entregados a VISA.  

 El denunciante no pudo realizar su reclamo en la segunda tienda puesto que 

era un lugar peligroso dentro de un centro comercial, además no contaban 

con número de RUC.  

 La denunciada negó que la tarjeta allá sido clonada.  

 En tal sentido, Scotiabank 



 Por haber permitido el pago de cinco (5) transacciones de compras de la 

tarjeta de crédito del denunciante los cuales nunca autorizó.  

 La falta de una adecuada atención a los reclamos N° SCI-R-2018022631 

del 04/04/18 y N° 247-A-2018000008 del 07/04/18 y la realización de una 

investigación pedida por el recurrente.  

 

 Guillen Díaz Máximo 

 Por haber autorizado compras ascendentes a la suma de S/ 559.00 

nuevos soles con la tarjeta de crédito del denunciante. 

 

 Verona Zuloaga Luis Miguel  

 Por haber autorizado cuatro (4) compras ascendentes a la suma de S/ 4 

284.00 nuevos soles con la tarjeta de crédito del denunciante.  

Fundamento jurídico: 

 Artículo 19° del Reglamento de Tarjeta de Crédito. 

Medios probatorios:  

 Copia del DNI del denunciante. 

 Copia de RENIEC y SUNAT. 

 Copia de correos y cartas de respuestas de las entidades. 

 Copia de los reclamos al banco Scotiabank. 

 Copia de la denuncia. 

 

1.2 HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LOS DENUNCIADOS. 

 HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR SCOTIABANK PERÚ S.A.A.  

Con fecha 31 de mayo de 2018, la empresa Scotiabank (en adelante la denunciada), 

presenta sus descargos solicitando que la denuncia sea declarada infundada y 

archivada. La entidad financiera manifestó lo siguiente: 

 La denunciada ha implementado las medidas de seguridad necesarias para 

sus usuarios, además de monitorear todas las transacciones de sus clientes  

 Asimismo, de acuerdo con la Resolución N°6523 las empresas afiliadas a la 

denunciada deben de contar con los medios necesarios para validar la tarjeta 

de crédito, la identidad y firma del usuario.  

 El denunciante no se encuentra en ninguno de los supuestos de 

responsabilidad por operaciones no reconocida establecida en el artículo 23 

de la Resolución N°6523, por tanto, es responsable del consumo y/o 

transacción efectuada por su tarjeta de crédito.  



 La medida de seguridad más importante es la que tiene el propio cliente con 

su tarjeta de crédito.  

 Las transacciones se realizaron de forma correcta y sin anomalías en el 

proceso, siendo que las pantallas de su sistema interno acreditaban la 

correcta lectura chip de la tarjeta en el POS de los establecimientos. 

 Finalmente, la denunciada ha respondido a todos los reclamos de la parte 

accionante pese a que las respuestas no fueron las más favorables para el 

cliente. 

Fundamentos jurídicos: 

 Artículo 17 del Reglamento de Tarjetas de Crédito y Débito.  

 Artículo 19 y 23de la Resolución N° 6523 

 

 HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LUIS MIGUEL VERONA 

ZULOAGA  

Con fecha 01 de junio de 2018, Luis Miguel Verona Zuloaga (en adelante el 

denunciado) en los seguidos por Wilder Jorge Puchoc Valera sobre presunta 

infracción al Código de Protección y Defensa del Consumidor, presenta sus 

descargos argumentado, solicitando el archivo definitivo de la denuncia. 

 Si la venta con la tarjeta de crédito del denunciante fue realizada entre las 

1:23 y 1:31 pm del 02 de marzo de 2018 y entre las 2:00 pm y 2:30pm de la 

tarde de ese día se realizó el bloqueo de estas, se puede inferir que el 

denunciante realizo la compra.  

 Cualquier persona que sufre de un hecho delictivo o perdida de documentos 

está en la obligación de acercarse de forma inmediata ante las autoridades 

para presentar su denuncia y no como hizo el denunciante 2 días después.  

 El accionante se acercó al domicilio del denunciado, lugar en el que le 

comunicó que la empresa VISANET solicito los vouchers originales, 

afirmación de la cual el primero infirió de un supuesto fraude.  

 Finalmente, la denunciante se equivoca cuando supone que la recurrente no 

está formalmente establecida, en realidad el domicilio como otros datos 

personales de una persona natural son información personal, por ende, no 

figuran en la SUNAT.  

 

Medios probatorios:  

 Copia del DNI del señor Verona. 

 Copia del Certificado de inscripción reniec. 



 Copia de los vouchers de las cuatro (4) operaciones reclamadas. 

 

 HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR NICOLÁS MAXIMO GUILLÉN 

DIAZ 

Con fecha 6 de agosto de 2018, el señor Nicolás Máximo Guillen Díaz (en 

adelante, el denunciado) presentó un escrito mediante el cual solicitó el archivo 

definitivo de la denuncia. Cabe precisar que, el señor Guillén alegó los siguientes 

hechos de manera extemporánea, posteriormente a la notificación de la 

resolución de primera instancia. Se detalla los argumentos expuestos: 

 De acuerdo con el pago de a tarjeta de crédito del denunciante, la compra se 

realizó aproximadamente entre la 1:50 pm.  

 Asimismo, el denunciante no recurrió ante las autoridades policiales luego de 

sufrir un hecho delictivo y perdido de sus documentos como haría una 

persona normal.  

 Finalmente, la firma que consta en la denuncia no es la misma que figura en 

el DNI del denunciante.  

Medios probatorios:  

 Copia del DNI del señor Guillén. 

 Copia del voucher de la operación cuestionada. 

 Copia de la cédula de notificación de la resolución de primera instancia y 

su adjunto. 

 

II. IDENTIFICACION Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

De la revisión exhaustiva efectuada al expediente administrativo, se ha logrado 

verificar los siguientes problemas jurídicos: 

2.1 Determinar la validez de las cinco (5) operaciones materia de denuncia.  

 

En base a los actuados del expediente administrativo, se puede verificar que 

el problema jurídico del expediente N° 955-2018/PS2 está contenido en el 

parámetro de idoneidad, pues se debe validar la idoneidad de los servicios 

prestados por los denunciados. 

 

  

 

 



Sobre este problema juridico, se valida que este punto se divide en dos 

segmentos. Siendo que, el primero está referido a determinar la 

responsabilidad de la entidad financiera respecto de las operaciones materia 

de denuncia, esto es verificar el empleo de los mecanismos de seguridad y 

la correcta autorización al momento de efectuarse las operaciones en 

controversia. Por su parte, el segundo segmento está referido a determinar 

la responsabilidad de los titulares de los establecimientos comerciales en los 

que se efectuaron las operaciones mencionadas. 

 

Por ello, es fundamental y necesario, efectuar el análisis de este problema 

jurídico, pues está estrictamente vinculado a la controversia suscitada entre 

los administrados, así también es la base esencial de las instancias 

administrativas para la emisión de sus respectivos pronunciamientos.  

 

2.2 Determinar si los reclamos presentados fueron atendidos dentro del plazo 

legal establecido y si la respuesta otorgada fue adecuada en relación a lo 

solicitado por el denunciante. 

 

Sobre este punto, este problema jurídico que radica en el expediente N° 955-

2018/PS2, se encuentra relacionado a lo establecido en el artículo 88°.1 del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, el mismo que ha previsto 

los alcances de la obligación de atención de reclamos de los proveedores de 

servicios financieros. En atención a lo mencionado en líneas precedentes, los 

reclamos deben ser atendidos oportunamente dentro del plazo legal 

establecido por la normativa correspondiente, esto es, la emitida por la 

Superintendencia de Banca, Seguros y AFP (en adelante, la SBS). 

En tal sentido, es necesario el análisis de este problema jurídico, pues tal y 

como lo establece la normativa aplicable al caso, se debe determinar si 

existió una atención inadecuada a los reclamos presentados, ello en tanto la 

respuesta brindada por la entidad financiera debe ser oportuna (dentro del 

plazo legal) y coherente con relación a la materia reclamada. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

3.1 Posición sobre la Resolución Final N° 947-2018/PS2.  

 



En primer lugar, antes de desvirtuar lo establecido en la Resolución N° 947-

2018, debemos referir que en base a los establecido en el Artículo 65° de la 

Constitución Política del Perú, la labor fundamental del estado es la defensa 

de los intereses económicos de los consumidores, siendo que dicho artículo 

busca contemplar el alcance de la labor estatal frente a la vulneración de los 

derechos de los consumidores. Al respecto Jaime León (págs. 63-64), señala 

lo siguiente. 

Este artículo de la Constitución Política del Perú resulta 
fundamental para entender el alcance de la labor del 
Estado en la defensa de los intereses de los 
consumidores, pues se le encarga a los poderes públicos 
una defensa que implica un protección de los derechos 
que corresponden a los ciudadanos -como 
consumidores- en el marco de las transacciones que 
realizan en el mercado para satisfacer sus necesidades. 
 

Pues, bien corresponde mencionar que de acuerdo con la página virtual 

oficial del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección 

a la Propiedad Intelectual (S.A.), los consumidores son: 

Las personas naturales o jurídicas que adquieren, 

utilizan o disfrutan, como destinatarios finales, productos 

o servicios materiales o inmateriales, en beneficio  propio 

o de su grupo  familiar o social, actuando así en un 

ámbito ajeno a una actividad  empresarial o profesional. 

(pág. s/n) 

En suma, los consumidores son todas aquellas personas (jurídicas o 

naturales) que adquieren, utilizan o disfrutan de un producto o servicio 

ofrecido por el proveedor. Sin embargo, no todas aquellas personas que 

adquieren, utilizan o disfrutan de un producto o servicio son reconocidas 

como consumidores. Siendo que, cuando aquel producto o servicio se 

destine para la actividad comercial como proveedor, no serán considerados 

consumidores.  

Independientemente de la forma de adquisición mas no del fin del producto 

o servicio, debemos entender que el consumidor es aquella persona 

receptora del producto o servicio ofertado en el mercado, no es consumidor 

solo aquella persona que realiza la compra o contrato directo con el vendedor 

o proveedor, sino también lo es aquella que recibe el producto o servicio y lo 

utiliza o disfruta, es decir el destinatario final.  



Con relación a lo resuelto en primera instancia por el ORPS, debo mencionar 

que comparto la decisión adoptada por la autoridad administrativa. Siendo 

que, declaró fundada en parte la denuncia por infracción de los artículos 1 

literal c), 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor contra 

la entidad financiera, ello en la medida que de las cinco (5) operaciones 

cuestionadas por el denunciante, se logró acreditar la validez de (4) cuatro 

ellas; toda vez que, se presentaron los medios probatorios necesarios para 

validar la correcta autorización de dichas operaciones. Respecto a la 

operación que no se logró acreditar la autoridad procedió con la sanción 

respectiva. 

En efecto, respecto a este extremo concuerdo con el criterio establecido por 

la autoridad administrativa, en tanto el ORPS fundamentó su decisión, 

conforme a lo referido en el artículo 9° del Reglamento de Tarjetas de Crédito 

y Débito, mediante el cual se señala que para que una entidad financiera 

acredite que las operaciones cuestionadas fueron correctamente autorizadas 

y cargadas al producto financiero del tarjetahabiente, debe presentar las 

órdenes de pago debidamente suscritas.  

Ahora bien, concuerdo con lo expuesto por la autoridad administrativa 

respecto a la responsabilidad de los titulares de los negocios afiliados por 

infracción a los artículos 18° y 19° del Código. Pues, archivó la denuncia y 

eximió al señor Verona de la supuesta responsabilidad atribuida, en tanto 

dicho denunciando presentó las órdenes de pago suscritas de las cuatro (4) 

operaciones efectuadas en su establecimiento. En relación al señor Guillén, 

el ORPS resolvió declarar fundada la denuncia y sancionar al denunciado, 

toda vez que no se apersonó al procedimiento administrativo, por lo que no 

existe en el expediente ningún medio probatorio que lo exima de 

responsabilidad. 

En esa misma línea, de los actuados en el expediente administrativo se 

aprecia que el ORPS fundamentó su decisión en base a lo establecido 

artículo 19 del Reglamento de Tarjetas de Crédito y Débito aprobado 

mediante Resolución SBS Nº 6523-2013 de la Superintendencia de Banca, 

Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones, el cual 

establece las medidas de seguridad en negocios afiliados. Al respecto, 

mediante Resolución N° 1527-2018/SPC-INDECOPI (2018) la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor señaló lo siguiente: 

Como se aprecia, de conformidad con el artículo 19º del citado 

Reglamento, los establecimientos comerciales contaban con la 

obligación de verificar la identidad del usuario y que la firma 



consignada en la orden de pago coincida con la que figura en 

la tarjeta presentada y de ser el caso, con la que figura en su 

documento de identidad, lo que permite a las empresas verificar 

que quien efectúa el consumo sea el titular o usuario de la 

tarjeta. 

 

En tal sentido, se valida que el ORPS fundamentó su decisión en los medios 

probatorios que fueron aportados por los administrados, VER TEMA DE 

CARGA PROBATORIA. 

Por otro lado, me parece razonable la decisión adoptada por la autoridad 

administrativa respecto a los reclamos N° SCI-R-2018022631 y N° 247-

2018000008, ello en tanto se declararon fundados los extremos referidos a 

dichos reclamos, pues corresponde a los proveedores atender los reclamos 

formulados por el consumidor, los mismos que deben ser atendidos en un 

plazo no mayor a los 30 días calendario, y la respuesta además, debe ser 

clara, completa y clara; sin embargo, en el presente caso se advierte que si 

bien los reclamos fueron atendidos oportunamente por la entidad financiera, 

las respuestas no se realizaron de manera completa, por tanto el Banco no 

brindó una respuesta adecuada para cada reclamo, infringiendo así lo 

dispuesto en el numeral 1 del artículo 88° del Código. 

Ahora bien, haciendo uso de la potestad sancionadora, el ORPS procedió a 

efectuar la sanción correspondiente a los administrados, en atención al 

siguiente detalle: 

 

- Sancionó al Banco con una multa de 0.25 UIT, por infracción a los 

artículos N° 1° literal c) ,18° y 19° del código, en tanto no acreditó la 

validez de la operación por el importe de S/ 559.00. 

- Sancionó al Banco con una multa de 3.03 UIT, por infracción articulo N° 

88° numeral uno, en tanto no atendió de manera adecuada los reclamos 

presentados. Esta sanción se disgrega de la siguiente manera: 1.03 UIT 

por el reclamo N° SCI-R-2018022631; y, 2.00 UIT por el reclamo N° 247-

A-2018000008. 

- Sancionó al señor Guillén con una multa de 0.20 UIT, por infracción a los 

artículos 18° y 19° del código, en tanto, no verifico la identidad del 

tarjetahabiente. 

 

Para determinar la sanción a imponer a los administrados, el ORPS usó los 

criterios de graduación establecidos en el artículo 112° del código de 

protección al consumidor, tales como, el daño ocasionado como 



consecuencia de la infracción, la probabilidad de detención y beneficio ilícito 

esperado y el perjuicio económico ocasionado al denunciante. En ese 

sentido, de la revisión de la resolución emitida en primera instancia es 

evidente que la autoridad determinó la sanción a imponer en virtud del 

principio de razonabilidad establecido en el artículo 246° del TUO de la LPAG, 

asimismo se debe tener en cuenta el criterio de proporcionalidad. Por lo que, 

las decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus 

facultades y manteniendo la proporción entre los medios a emplear y los fines 

públicos que deba tutelar. Por ello, los criterios previstos en los artículos 110° 

y 112° del Código disponen que el órgano resolutivo debe atender a la 

gravedad de la infracción, a los criterios establecidos en los artículos 

mencionados. Sobre lo mencionado en líneas precedentes la Comisión de 

Protección al Consumidor – Sede Cajamarca afirma mediante Resolución N° 

0003-2018/CPC-INDECOPI-CAJ (2018) lo siguiente: 

A efectos de graduar la sanción a imponer, el TUO de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General, recoge dentro de los 

principios de la potestad sancionadora administrativa el de 

razonabilidad, según el cual la autoridad administrativa debe 

asegurar que la magnitud de la sanción sea mayor o igual al 

beneficio esperado por la comisión de las infracciones. 

 

Sobre el pago de las costas del procedimiento, el ORPS ordenó el pago 

solidario al Banco y al señor Guillén, de las costas incurridas en el 

procedimiento. Así también, dejo a salvo el derecho de la denunciante de 

solicitar la liquidación de los costos una vez concluida la instancia 

administrativa. En ese sentido, el ORPS fundamentó su posición en virtud a 

los establecido en el artículo 7° del Decreto legislativo 807 - Facultades, 

normas y organización del INDECOPI, en el cual se estipula que el ORPS N° 

2, puede ordenar al infractor el pago de costas y costos del procedimiento en 

que haya incurrido el denunciante. En cuanto, al pago de las costas se 

encuentra determinado por el derecho de pago por presentación de 

denuncia, pero en el pago de costos deberá ser evaluado mediante una 

liquidación de costos con la presentación de una solicitud por el denunciante, 

teniendo como presupuesto que en el expediente principal, en la cual se haya 

emitido la condena de costos, se encuentre también  concluido en todos sus 

extremos, es decir que no se encuentre incurso en ningún recurso 

impugnativo. Sobre ello, la Resolución N° 271-2016/SPC (2016) emitida por 

la Sala Especializada en Protección al Consumidor se estableció lo siguiente: 

 



El artículo 110° del Código establece que el Indecopi puede 

sancionar las infracciones administrativas a que se refiere el 

artículo 108° con amonestación y multas de hasta cuatrocientos 

cincuenta (450) Unidades Impositivas Tributarias (en adelante, 

UIT), las cuales son calificadas en leves, graves y muy graves. 

Igualmente, el artículo 112° del Código establece que, al 

momento de aplicar y graduar la sanción, la autoridad 

administrativa podrá considerar el beneficio ilícito esperado u 

obtenido por la realización de la infracción, su probabilidad de 

detección, el daño resultante de la infracción y los efectos que 

la misma pudiese ocasionar en el mercado, la naturaleza del 

perjuicio causado o grado de afectación a la vida, salud, 

integridad o patrimonio de los consumidores y otros criterios 

que dependiendo del caso particular, considere adecuado 

adoptar la autoridad administrativa. 

 

 

Con respecto a las medidas correctivas ordenadas en el presente 

procedimiento, se ordenó el extornó del consumo por el importe de S/ 559,00, 

más los intereses, comisiones y penalidades generados a la fecha de 

cumplimiento de la presente resolución. Ello en atención a lo establecido en 

el artículo 114º del Código, el cual determina sin perjuicio de la sanción 

administrativa que corresponda al proveedor por una infracción a las normas 

de éste, el INDECOPI puede dictar, en calidad de mandatos, medidas 

correctivas reparadoras y complementarias. Es así que, en el presente 

expediente se determinó la imposición de una medida correctiva reparadora 

ya que se buscó resarcir las consecuencias patrimoniales directas e 

inmediatas ocasionadas al consumidor, conforme a lo establecido en el 

artículo 115° del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

Cabe precisar que, respecto a los reclamos cuestionados, la autoridad 

consideró que no correspondía el dictado de medidas correctivas, pues los 

vouchers de las operaciones que fueron acreditadas, se trasladaron durante 

el procedimiento administrativo al denunciante, y sobre la operación que no 

se logró validar se ordenó la devolución del importe, por lo que, en tal sentido, 

el ORPS señaló que no correspondía el dictado de medidas correctivas 

respecto al extremo referido a los reclamos presentados por el denunciante. 

 

En atención a lo expuesto, luego de haber efectuado el análisis exhaustivo 

de cada extremo de la parte resolutiva de la Resolución Final Nº 947-2018, 

podemos apreciar que la resolución emitida en primera instancia se 



encuentra debidamente motivada y acorde a derecho.  Ello en tanto, la 

resolución administrativa emitida en primera instancia cumple con lo 

establecido en el artículo 3 del T.U.O. de la LPAG, el mismo que establece 

la debida motivación como requisito de validez del acto administrativo. Es así 

que, mediante Resolución 006-2019/CPC-INDECOPI-PIU la – Sede Piura 

(2019), señala lo siguiente: 

 

Que, entre los requisitos de validez del acto administrativo, el 

artículo 3.2 del T.U.O de la LPAG señala que el acto 

administrativo debe expresar su respectivo objeto o contendido, 

el cual debe comprender todas las cuestiones de hecho y 

derecho planteadas en el procedimiento. Es decir que, la 

resolución debe ser congruente con las peticiones formuladas 

por el administrado o, en todo caso, con los cargos imputados 

de oficio por la autoridad administrativa. Del mismo modo, el 

artículo 3.4 de la citada norma señala como requisito de validez 

del acto administrativo que se encuentre debidamente 

motivado; siendo que, dicha motivación debe ser expresa, 

mediante una relación concreta y directa de los hechos 

probados relevantes del caso específico, y la exposición de las 

razones jurídicas y normativas que justifican el acto adoptado. 

 

 

3.2 Posición sobre la Resolución Final N° 2296-2018/CC1.  

 

Con relación a lo resuelto en segunda instancia por la Comisión, debo 

precisar que me encuentro de acuerdo con la resolución emitida por la 

autoridad administrativa. Ello en tanto, dicho órgano revocó la resolución 

emitida en primera instancia en el extremo referido al consumo efectuado en 

el establecimiento de titularidad del señor Guillén, pues el denunciado al 

presentar la orden de pago suscrita de la operación efectuada con fecha 02 

de marzo de 2018, permitió que la Comisión lograra determinar que el 

consumo se efectuó correctamente con la autorización del denunciante. En 

tal sentido, quedó acreditada la validez de la operación cuestionada y se 

revocó la sanción impuesta al denunciado respecto este extremo.  

Es así que, se acreditó la validez de las operaciones reclamadas en tanto los 

administrados presentaron la documentación necesaria a efectos de 

acreditar la validez de las operaciones, pues se evidencia que la autoridad 

administrativa aplicó los principios de carga de la prueba, verdad material y 



presunción de licitud los cuales se aplican a los procedimientos 

administrativos en trámite. Siendo que, Sobre el particular, se debe señalar 

que, en atención al principio de verdad material, la Comisión verificó 

plenamente los hechos que sirvieron de motivo para su decisión, esto es la 

valoración conjunta del voucher de la operación que no se logró acreditar en 

primera instancia y la pantalla del sistema interno de la entidad financiera. En 

relación a lo mencionado, mediante Resolución N° 134-2019/CC1 la (2019), 

afirma lo siguiente: 

Sobre el particular, el principio de verdad material supone que 

la autoridad administrativa verifique plenamente los hechos que 

sirven de motivo a sus decisiones. Para ello, deberá realizar una 

investigación de los hechos que dieron lugar a la reclamación, 

teniendo la facultad de apoyarse en todos los medios legales 

que le permitan llegar a esa verdad material y, de esta manera, 

determinar si se cometieron las infracciones imputadas, siendo 

dichos medios, por ejemplo, los argumentos y pruebas 

aportadas por las partes, pese a que estas hayan sido 

presentadas extemporáneamente. 

 

Por otro lado, la Comisión en segunda instancia, decidió confirmar la decisión 

emitida por el ORPS, respecto al extremo referido a los reclamos presentados 

por el denunciante, toda vez que la respuesta emitida por la entidad financiera 

no fue adecuada en relación a lo solicitado por el señor Pucho en su 

momento. 

Respecto a la medida correctiva ordenada en primera instancia, la Comisión 

determinó dejar sin efecto la misma, en tanto, se logró acreditar la validez de 

la operación efectuada en el establecimiento del señor Guillén. Así como 

también se dejó sin efecto la sanción impuesta sobre este extremo. 

Es menester referir que, la Comisión confirmó la resolución venida en grado 

en el extremo que sancionó al Banco con una multa de 3.03 UIT por infracción 

del articulo 88.1°, en la medida que determinó que las respuestas emitidas 

por la entidad financieras fueron inadecuadas en relación a lo reclamadas por 

el denunciante. 

Asimismo, confirmó la resolución de primera instancia en el extremo que 

condenó al Banco el pago de las costas y costos incurridos en el 

procedimiento. 



En atención a lo expuesto, comparto los argumentos y criterios utilizados por 

la Comisión para la resolución del conflicto en controversia, ello en tanto 

valoraron todos los medios probatorios trascendentales para emitir el acto 

administrativo. Por ello, a mi parecer, la autoridad administrativa efectuó una 

debida motivación interna del razonamiento y motivación sustancial 

congruente, para emitir la resolución en segunda instancia. En ese sentido, 

se aprecia que la autoridad hizo efectivo el principio de debido procedimiento 

establecido en el Artículo IV del título preliminar del TUO de la LPAG, toda 

vez que garantizo el derecho de los administrados a la aportación de pruebas, 

exponer sus argumentos, entre otros, a efectos de lograr una decisión 

debidamente motivada. Al respecto, mediante Resolución N° 003-2019/CPC-

INDECOPI-PIU (2019) emitida por la Comisión de Protección al Consumidor 

- Sede Piura, señala lo siguiente: 

(…) El respeto al procedimiento regular previsto para la emisión 

del acto, lo que está vinculado al debido procedimiento que 

garantiza el derecho de las partes a exponer sus argumentos, 

a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión motivada 

y fundada en derecho. 

 

3.3 Posición fundamentada sobre los problemas jurídicos identificados 

 

3.4.1 Determinar la validez de las cinco (5) operaciones materia de denuncia.  

 

Este punto está referido a verificar si las operaciones materia de controversia 

se realizaron válidamente, conforme a la normativa aplicable al caso. 

 

En primer lugar, considero importante mencionar que el presente expediente 

se desarrolla en trámite de un procedimiento trilateral sancionador, mediante 

el cual la autoridad administrativa busca determinar si se ha configurado o no 

una vulneración al deber de idoneidad por parte de los denunciados. 

 

Entonces, es necesario desvirtuar lo establecido en la normativa respecto al 

parámetro de idoneidad. En principio, la idoneidad es entendida como la 

correspondencia entre lo que el consumidor esperaba y lo que efectivamente 

recibió, en función a la información brindada por el proveedor, las 

características del producto, la publicidad, la calidad del producto y de 

acuerdo a lo negociado. Es así que, mediante Resolución Final N° 0021-

2018/SPC-INDECOPI (2018), la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor señala lo siguiente: 



 

 

El artículo 18° del Código define a la idoneidad de los productos 

y servicios como la correspondencia entre lo que un consumidor 

espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le 

hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, entre 

otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso2. La 

idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del 

producto o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad 

para la cual ha sido puesto en el mercado (…). 

 

Como se señaló en líneas anteriores, la idoneidad forma parte de una de las 

obligaciones de los proveedores, es por ello que siendo uno de los deberes 

a los que más faltan los proveedores, es merecedor desarrollarlo. De acuerdo 

con el artículo 18 del Código de Protección y Defensa del Consumidor (2010):  

“Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un 

consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a 

lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información 

transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, 

las características y naturaleza del producto o servicio, el 

precio, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del 

caso”.  

Por lo tanto, la idoneidad es la correspondencia entre lo ofrecido por el 

proveedor y lo recibido por el consumidor. Para poder cumplir con el deber 

de idoneidad es necesario que el proveedor cumpla en el modo, la forma y el 

plazo con la entrega del producto o la prestación de un servicio, según se 

haya acordado con el consumidor.  

Al respecto, Gustavo Rodríguez García (2014) afirma lo siguiente:  

Si existe identidad entre lo real y el modelo de referencia, no 

existirá infracción al deber de idoneidad. Si existen 

discrepancias, el consumidor razonable no habrá recibido lo 

que razonablemente esperaba y eso acarreará las 

responsabilidades que correspondan en el proveedor. (pág. 

308) 

De acuerdo con el Derecho de Obligaciones para dar por extinguida una 

obligación (independientemente del tipo) este debe ser cumplido dentro del 

plazo, forma y modo en el que las partes lo pactaron, de lo contrario no se 

estaría cumpliendo con la obligación. Lo mismo sucede con la idoneidad, 



siendo esta un deber del proveedor, este no puede faltar a ninguno de los 

tres requisitos indispensables para dar por cumplida su obligación.  

 

Asimismo, el artículo 19° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, precisa que el proveedor tiene la obligación de responder por la 

idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos que ofrece en el 

mercado, y en caso se alegue un defecto en el servicio tiene la obligación de 

acreditar que no es responsable por la falta de idoneidad del bien colocado 

en el mercado.  

 

Sobre el caso que nos ocupa, el denunciante cuestiona la validez de cinco 

(5) consumos no reconocidos 02 de marzo de 2020, los mismos que fueron 

cargados a su tarjeta de crédito. Conforme se indicó en el punto referido a la 

identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del expediente, 

en este punto debemos ahondar respecto a la responsabilidad administrativa 

atribuida tanto a la entidad financiera como a los titulares de los negocios 

afiliados. En se sentido, la responsabilidad administrativa es aquella 

mediante la cual el proveedor es administrativamente responsable por la falta 

de idoneidad del producto o servicio determinado, siendo que dicho 

proveedor puede ser exonerado de ello siempre y cuando acredite la ruptura 

del nexo causal. Al respecto, mediante resolución 574-2020/SPC-INDECOPI 

(2020) la Sala Especializada en protección al Consumidor establece lo 

siguiente: 

 

El artículo 104° del Código establece que el proveedor es 

administrativamente responsable por la falta de idoneidad o 

calidad sobre el producto o servicio determinado y que es 

exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar 

la existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible 

que configure una ruptura del nexo causal por caso fortuito o 

fuerza mayor, de hecho determinante de un tercero o de la 

imprudencia del propio consumidor afectado. 

 

En atención a lo mencionado, se entiende que la responsabilidad 

administrativa es aquella responsabilidad basada sobre una falta. Todo daño, 

perjuicio o detrimento originado a la persona tendrá que ser reparado, y eso 

solo se logra a través de la responsabilidad administrativa.  

Según señala Carlos Rojas (2014): 



(…) para comprender el concepto de responsabilidad 

administrativa resulta necesario observar la definición legal del 

principio de causalidad, ya que esta nace de la relación de 

causalidad entre la conducta del administrado y la infracción 

sancionable. En suma, la responsabilidad administrativa se 

encuentra relacionada al objetivo de desincentivar aquellas 

conductas de los proveedores que configuren infracciones, 

siendo para la autoridad administrativa una labor muy 

importante para el funcionamiento del proceso competitivo el 

evaluar cuál es la forma más eficiente que permita desincentivar 

la conducta sancionada. (pág. 39) 

Por tanto, la responsabilidad administrativa del proveedor constituye el 

resultado de una o más infracciones al Código de Protección y Defensa del 

Consumidor. Cualquier infracción del proveedor que entre dentro de los tres 

supuestos mencionados por el Código deberá ser resuelto por el procedo 

administrativo sancionador. El objeto de esta regla es la de disminuir las 

malas practica de los proveedores que vulneren los derechos de 

consumidores, es decir la responsabilidad administrativa del proveedor 

constituye una garantía de la defensa de los derechos del consumidor.   

 

 Sobre la responsabilidad administrativa del Proveedor: 

 

En este punto, se advierte que en lo referente a las transacciones financieras 

los Bancos establecen determinados parámetros de seguridad 

implementados justamente para poder realizar operaciones de manera 

segura ya sea vía internet o de manera presencial, siendo además, la entidad 

denunciada es la encargada de acreditar el uso de dichos mecanismos 

puesto que el denunciante consumidor no podría acreditar ello. Siendo así 

que, correspondía que la autoridad administrativa determine la correcta 

autorización de los consumos en consumos en controversia, validando que 

aplicó los mecanismos de seguridad necesarios para efectuar dichas 

operaciones. 

 

Cuando una persona natural acude a una entidad financiera a fin de solicitar 

una tarjeta de crédito espera que los mecanismos de seguridad a los que 

está obligado cumplir todos los bancos sean eficaces para no sufrir de ningún 

problema frente a la pérdida o robo del mismo. Es así que, Las operaciones 

bancarias no autorizadas son generadas por las transacciones de dinero por 



compras de productos o servicios que no han sido autorizados por los 

usuarios dueños de las tarjetas de crédito o débito. 

Cabe precisar que, el artículo 17° del Reglamento de Tarjetas de Crédito y 

Débito, establece las medidas de seguridad que debe aplicar toda entidad 

financiera a efectos de que los consumidores no sean víctimas de 

operaciones fraudulentas. Al respecto, la Sala Especializada en Protección 

al Consumidor mediante Resolución N° 574-2020/SPC-INDECOPI (2020) 

establece lo siguiente: 

 
“Esta Sala considera que la finalidad del artículo 17° del 

Reglamento descansa en la protección de los usuarios frente al 

cargo de transacciones fraudulentas en las cuentas de sus 

tarjetas de crédito o débito, a partir de, entre otros aspectos, la 

revisión del movimiento histórico de transacciones en las 

respectivas cuentas, lo cual evidentemente involucra el análisis 

de operaciones que permitan a la empresa supervisada generar 

razonablemente un historial de consumo respecto al uso de 

dicho producto por parte de su cliente”. 

 
En esa misma línea, en el caso de operaciones con tarjeta presente, es 

esencial efectuar la operación con la tarjeta de crédito en físico (plástico), la 

misma que es pasada por POS del establecimiento afiliado, siendo que 

seguido a ello se efectua la lectura Chip de la tarjeta y posteriormente se 

procede a la suscripción de la orden de pago emitida por el consumo. De 

acuerdo a lo establecido en el artículo 9° del Reglamento de Tarjetas de 

crédito y débito las entidades pueden realizar cargos a la tarjeta de crédito 

por operaciones de consumos que se encuentren debidamente sustentadas 

y autorizadas. Sobre ello, mediante Resolución N° 750-2019/CC1 (2019) la 

Comisión de Protección al Consumidor N° 1, establece lo siguiente:  

“En virtud a lo expuesto hasta este punto, y conforme a lo 

establecido en el artículo 9 del Reglamento, las empresas del 

sistema financiero para cargar válidamente en las cuentas de 

tarjeta de crédito de sus clientes el importe de las operaciones 

realizadas las tarjetas de su titularidad, deben acreditar que:  

(i) En los consumos realizados con “tarjeta no presente”, 

hubo autorización del usuario a través de medios 

electrónicos y/o firmas electrónicas; y,  



(ii) (ii) para los casos de consumos con “tarjeta presente”, 

las órdenes de pagos deben estar suscritas por el cliente 

para entenderse autorizado, según corresponda”. 

Asimismo, mediante Oficio 26791-2017-SBS del 1 de agosto de 2017, la 

Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, dispone que para acreditar la 

validez de las operaciones cuestionadas se debe presentar el registro de las 

operaciones reclamadas en el sistema interno del Banco y  las órdenes de 

pago debidamente suscritas, pues con la sola presentación de las pantallas 

de la realización de los consumos no se lograba acreditar la validez de la 

operación. 

 

En tal sentido se puede advertir que en el presente caso el Banco cumplió 

con todos los mecanismos de seguridad correspondientes, y por lo tanto, los 

consumos efectuados con a la tarjeta de crédito del denunciante, se 

efectuaron de forma correcta. Siendo que, la entidad financiera presentó la 

impresión de las pantallas de sus sistemas con el fin de corroborar que la 

operación se procesó de manera válida; asimismo, en el expediente obran 

los vouchers de las operaciones, en los cuales consta la firma y el documento 

de identidad del denunciante, siendo fuera de la responsabilidad de la entidad 

la verificación de la identidad de la persona que realizó los consumos. 

   

 Sobre la responsabilidad administrativa de los titulares de los 

establecimientos: 

 

En este punto, se debe analizar si se cumplió con la obligación de los 

negocios afiliados de verificar la identidad del titular del producto financiero 

para realizar las operaciones cuestionadas. Por tanto, se advierte que, en lo 

referente a operaciones efectuadas con tarjeta de crédito, el establecimiento 

tiene la obligación de validar la identidad del usuario, siendo que la firma que 

se consigna en la orden de pago, debe ser similar a la firma que se muestra 

tanto en su DNI como en su tarjeta de crédito. Al respecto, la Resolución 305-

2019/CC1 establece lo siguiente:  

“En efecto, el establecimiento tiene la obligación de acreditar 

que cumplió con realizar la verificación de la identidad del 

portador de la tarjeta que efectuó el consumo en su comercio, 

para lo cual las órdenes de pago son los medios probatorios 

más idóneos para acreditar el cumplimiento de lo dispuesto en 

el artículo 19° del Reglamento, pues la conformidad de las 



operaciones puede ser verificada con su sola revisión siempre 

que contengan la firma del cliente y el número de su DNI.” 

En tal sentido, la autoridad administrativa en varios pronunciamientos ampara 

que para la comprobación de firmas no se requiere un grado de análisis 

equivalente al de una pericia grafotécnica que determine la autenticidad o no 

de las operaciones en controversia, toda vez que una pericia es un 

procedimiento técnico que no puede ser exigido a los establecimientos 

afiliados. Sin embargo, la validación de identidad del tarjetahabiente, implica 

necesariamente que los establecimientos cumplan con constatar la similitud 

entre la firma de la orden de pago, la tarjeta de crédito y el DNI del portador. 

En tal sentido, si se verifica que la firma del documento de identidad del 

denunciante es similar a las firmas contenidas en las órdenes de pago 

presentadas por los administrados, asimismo, el número de su documento 

de identidad del titular del producto financiero coincide con los números 

consignados en las órdenes de pago, se determinar que el establecimiento 

cumplió con verificar la validez de la tarjeta, la identidad del portador de la 

tarjeta y la correspondencia de la firma. Producto de ello, la autoridad 

administrativa logra comprobar que las operaciones reclamadas se 

efectuaron correctamente.  

En el expediente objeto de estudio, la autoridad administrativa afirmó que se 

acreditó la validez de las operaciones reclamadas, toda vez que obra en el 

expediente los vouchers de los consumos reclamados, los mismos que se 

encuentran debidamente firmados por el denunciante, siendo que la firma 

consignada en cada orden de pago guarda similitud razonable con la del 

documento de identidad, así también, se consignó debidamente el número 

de DNI correspondiente al consumidor en cada voucher.  

3.4.2 Determinar si los reclamos presentados fueron atendidos dentro del plazo 

legal establecido y si la respuesta otorgada fue adecuada en relación a lo 

solicitado por el denunciante. 

 

Sobre este punto, se debe validar si la entidad financiera cumplió con atender 

los reclamos efectuados por el denunciante a la autoridad administrativa, ello 

teniendo en consideración que la respuesta emitida por el Banco debió ser 

oportuna y adecuada conforme a lo reclamado. 

 

En tal sentido, considero importante mencionar que nuestro Código de 

Protección y Defensa del consumidor en el artículo 88.1° reconoce que las 



entidades del sistema financiero están obligadas a atender los reclamos 

presentados por sus consumidores y dar respuesta a los mismos en un plazo 

no mayor a treinta (30) días calendario. Al respecto, la resolución 001-

2019/CC3 (2019) emitida por la Comisión de Protección al Consumidor N° 1 

establece lo siguiente 

 

En el numeral 88.1 del artículo 88° del Código, se señala que 

las entidades del sistema financiero deben resolver los 

reclamos formulados por los consumidores dentro del plazo 

establecido en la normativa correspondiente, sin perjuicio del 

derecho del consumidor de recurrir directamente ante la 

Autoridad de Consumo. Al respecto, el numeral 95 de la Circular 

de Atención al Usuario, aprobada por Circular G-184-2015 (en 

adelante, la Circular), contempla que el plazo máximo de 

respuesta es de treinta (30) días calendario6 contado desde 

que el reclamo fue presentado hasta la notificación de la 

respuesta o su puesta a disposición. Dicho plazo podrá 

extenderse, excepcionalmente, cuando la naturaleza del 

reclamo lo justifique, lo cual deberá ser puesto en conocimiento 

del consumidor dentro de los 30 días iniciales, explicándole las 

razones de la demora, además de precisarle la fecha estimada 

de respuesta. 

En tal sentido, se entiende que toda persona que sea proveedor de algún 

producto o servicio se encuentra en la obligación de mediar el reclamo del 

cliente a las autoridades a fin de solucionar el conflicto.  

Julio Vallenas (2014)sustenta que: 

Por otro lado, la indeterminación en el plazo de ampliación para 

la atención de reclamos sólo desnaturaliza el plazo máximo de 

treinta (30) días y oculta el incumplimiento de dicho plazo a 

través de la excepción al mismo. Conforme a lo indicado en el 

análisis, la SBS debe optar por hacer una clasificación de los 

tipos de reclamos y obtener sus promedios de respuesta en el 

sistema financiero, con el objetivo de proponer modificaciones 

respecto de los días máximos de ampliación y resolución de los 

reclamos. (pág. 109) 



Siguiendo la línea de lo citado, el autor plantea una medida eficaz para 

establecer el plazo de atención de reclamos y proporcionar soluciones a 

través de la clasificación de los reclamos.  

En esa misma línea, en distintos pronunciamientos, la autoridad 

administrativa ha determinado que el contenido de las respuestas emitidas 

por las entidades financieras debe ser oportunas, completas y claras, siendo 

que dicho contenido debe ser congruente en relación a lo solicitado por el 

denunciante. Sobre ello, la Resolución N° 1345-2018/CC1 (2019) emitida por 

la Comisión de Protección al Consumidor N° 1, afirma lo siguiente:  

“La respuesta debe ser oportuna, completa, clara y 

pronunciarse sobre lo reclamado o solicitado por el usuario. No 

obstante, es importante precisar que las normas sobre atención 

de reclamos y consultas no determinan que todo reclamo sea 

declarado procedente o que se brinde al consumidor cualquier 

información que este pueda requerir”. 

Pues bien, en el caso en controversia, en primer lugar se debe determinar si 

las respuestas emitidas por la autoridad administrativa fueron atendidas 

oportunamente, esto es dentro del plazo legal establecido en la normativa 

aplicable al caso. En ese sentido, de la revisión de los actuados se aprecia 

que el denunciante presentó dos reclamos, el reclamo N° SCI-R-2018022631 

de fecha 6 de marzo de 2018, y el reclamo N° 247-A-2018000008 de fecha 7 

de abril de 2018. Cabe precisar que, los reclamos fueron oportunamente 

atendidos, con fecha 14 de marzo y 11 de abril de 2018, respectivamente. 

En ese sentido, luego de validar que ambos se atendieron dentro del plazo 

legal establecido, corresponde determinar si las misivas dirigidas al 

denunciante fueron adecuadas en relación a lo solicitado en sus reclamos. 

Es así que, el denunciante solicitó lo siguiente: 

- Respecto al reclamo de fecha 6 de marzo de 2018, el denunciante solicitó 

los vouchers de las operaciones reclamadas. La respuesta del Banco 

consistió en indicar que la respuesta a su reclamo no sería favorable 

puesto que las operaciones se efectuaron correctamente, sin perjuicio de 

ello, procederían a solicitar lo requerido a los negocios afiliados. 

- Sobre el reclamo de fecha de fecha 7 de abril de 2018, el denunciante 

solicitó la revisión en físico de los vouchers de todos los consumos 

reclamados y que los mismos sean objeto de un peritaje. El Banco señaló 

que en la medida que las operaciones se efectuaron con la correcta 



lectura chip de la tarjeta de crédito, los establecimientos afiliados no se 

encontraban obligados a enviar los vouchers solicitado. 

Al respecto, sobre primera respuesta emitida por el Banco el 14 de marzo de 

2018, es evidente que si bien el Banco indicó que efectuaría las gestiones 

necesarias a efectos de obtener los vouchers requeridos, no cumplió con 

indicar el plazo de espera por dicha documentación. 

Sobre el segundo reclamo, la entidad financiera indicó que no contaba con 

los vouchers, pues los establecimientos afiliados no tenían la obligación de 

enviar los mismos. Sin embargo, como lo establece el artículo 9° del 

reglamento de tarjetas de crédito y débito, al tratarse de consumos 

presenciales, es obligación de la entidad de la financiera custodiar contar con 

los vouchers de las operaciones efectuadas, toda vez que es el medio 

probatorio idóneo a efectos de acreditar la validez de los consumos. 

En atención a lo expuesto, es evidente que existió una infracción por parte 

del Banco al artículo 88.1° del código, en tanto las misivas emitidas por la 

entidad financiera no fueron adecuadas en relación a lo solicitado por el 

denunciante. 

 

 

IV. CONCLUSIONES. 

 

1. En el análisis de los puntos materia de controversia se ha identificado, en 

síntesis, dos problemas jurídicos. Determinar si las cinco operaciones 

materia de denuncia se efectuaron válidamente, siendo que las mismas 

hayan sido procesadas y autorizadas correctamente. Si la entidad financiera 

cumplió con su obligación de atender los reclamos presentados por el 

denunciante forma oportuna y adecuada. 

 

2. En el caso de operaciones efectuadas con tarjeta de crédito, corresponde 

que la entidad financiera acredite los mecanismos de seguridad 

implementados a efectos de evitar posibles operaciones fraudulentas. En tal 

sentido dichos proveedores deben acreditar la validez de las operaciones 

mediante las órdenes de pago debidamente suscritas por el tarjetahabiente, 

siendo que dicho documento es el medio probatorio idóneo para acreditar la 

correcta autorización de los consumos.  

 



3. Los establecimientos afiliados tienen la obligación de validar la identidad del 

consumidor, siendo debe verificar que la firma consignada en la orden de 

pago guarde similitud con la firma del DNI y de la tarjeta de crédito. Asimismo, 

el número registrado en la orden de pago debe ser igual al del documento de 

identidad. Con ello, queda evidenciado que los consumos realizados en sus 

establecimientos se autorizaron correctamente. 

 

4. Respecto a la atención a los reclamos, es evidente que las misivas emitidas 

por las entidades financieras deben ser claras, oportunas y adecuadas. 

Siendo que la entidad financiera no puede eximirse de su responsabilidad de 

atender los reclamos efectuados por los consumidores dentro del plazo legal 

establecido. Así también, se evalúa la congruencia de lo requerido con lo 

resuelto por el Banco, pues el contenido de las respuestas no puede causar 

incertidumbre al consumidor. 

 

5. Sobre el procedimiento, debo resaltar el buen criterio de ambas instancias 

administrativas, ello en la medida que aplicaron correctamente los principios 

de Presunción de verdad material, Impulso de Oficio y debido procedimiento. 

 

6. Finalmente, debo aclarar que me encuentro de acuerdo con ambas 

resoluciones, toda vez que evaluó en cada instancia se evalúo los medios 

probatorios presentados durante el procedimiento, logrando así validar que 

los consumos en controversia se efectuaron correctamente. Asimismo, 

comparto la decisión tomada respecto a los reclamos efectuados por el 

denunciante, pues la respuesta del Banco no fue adecuada en relación a lo 

requerido. 
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VI. ANEXOS. 

 

- Denuncia y anexos presentada con fecha 15 de mayo de 2018. 
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- Resolución N° 947-2018/PS2 emitida en primera instancia por el Órgano 

Resolutivo de Procedimientos Sumarísimos N° 2. 

- Resolución N° 2296-2018/CC1 emitida en segunda instancia por la Comisión de 

Protección al Consumidor N° 1. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



























































































































(2 Expediente N°0955-2018/Ps2 
Sumilla: Entrega de requerimientos 

Organo Resolutivo De Procedimientos Sumarisimo De Protección AUO09 

Consumidor N° 2. 

umlenta Nicholas Máximo Guillen Díaz con DNI N° 06887140 Gerente General de NG 

Comunicaciones S.A.C con domicilio en Av. Túpac Amaru KM 8.5 INT 01 CAMPO FERIAL 

TUPAC AMARU COMAS ante todo me presento y expongo. 

I. PETITORIO 

Solicito el archivo definitivo de la denuncia por las supuestas infracciones de los artículos 

18 y 19 del CPDC según el expediente N° 0955-2018/Ps2 por carecer de falta de pruebas y 

motivación por parte del señior Wilder Jorge Puchoc. 

. LOS FUNDAMENTOS DE HECHO 

2.1 Que con fecha 25 de mayo del 2018 tomo en conocimiento de las supuestas 

infracciones que mi persona a título personal Nicolás Máximo Guillen Díaz 

identificado con DNI N° 06887140 con domicilio en Jr. J.M. Pagador N° 163 Sta. 

Luzmila - Comas, a raíz del expediente N° 0955-2018/PS2 notificando por 

INDECOPI. 

2.2 Con fecha 02 de marzo de 2018 se realizó la venta en mi establecimiento de lo 

siguiente: 

a) 1 Equipo 12 Prime IME 522091515085 emitiéndose el comprobante de boleta 

de venta serie 0002N° 004307 de fecha 02/03/2018 

2.3 En los hechos narrados por el Señor Wilder Jorge Puchoc Varela dice lo 

siguiente: 

b) Realice el bloqueo de mis tarjetas a partir de las 2:00 pm hasta las 2:30 pm por 

motivo que me encontraba lejos de mi domicilio. 

La venta se realizó entre las horas 13:50 aproximadamente según pago de la 
tarjeta VISA Net según transacción ID: 990180619336413- NIKITO - 511857103 

- Lima - Perú por S/559.00. 
c) El 4 de marzo me acerco a la comisaria de la pascana para insertar mi denuncia. 

La persona cuando sufre mi hecho delictivo o perdida de documentos tiene que 

acercarse inmediatamente a presentar la denuncia policial, sin embargo el 

señor Wilder Jorge no lo hizo, como se puede apreciar en su manifestación 

2.4 En la denuncia que se presenta el señor Wilder Jorge se puede observar que su 

firma no es igual al DNI. 



nnong 

(09093 
. ANEXOS 

3.1 copias del DNI del departamento legal de la empresa NG comunicaciones s.ACUU09 (3.2 copia de la boleta de venta N° 0002 N° 004307 de fecha 02/03/2018 por imiporte S/559.00. PKNO \aUCher ) 
3.3 copia de RUC de la empresa 
3.4 copia de la cedula de notificación expediente N° 0955-2018/PS2 

Por tanto sírvase, transmitir la repuesta a la denuncia presentado la por el señor 
Wilder Jorge de acuerdo a su naturaleza y resolver conforme a la ley en la 
brevedad posible. 

Comas, 30 de julio 2018 

NG Comunicaciones S.A.C. 

Nicolás Máximo Guillen Díaz 

Gerente General 
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